PROYECTO DE COMUNICACIÓN

             La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo por medio del área correspondiente se disponga la incorporación efectiva de los enfermos de HIV/SIDA al tratamiento de discapacidad establecido en la Ley Nº 9.325 (Sistema de Protección Integral de los Discapacitados.  Boletín Oficial, 5 de Diciembre de 1997).

1- Que si bien la Ley Nº 9.325 y sus modificatorias expresa en su Artículo 2: “A los efectos de la presente Ley, se considera discapacitado a toda persona que padezca una alteración permanente o prolongada, física o mental, que con relación a su edad y medio social implique desventajas considerables para su integración familiar, social, educacional o laboral”. (Conforme LEY 11.518), en realidad no son contemplados como sujetos integrantes de la ley que nos ocupa.

2- Esta “no inclusión” les acarrea a las personas enfermas  de HIV/Sida la pérdida de diversos beneficios como ser el contemplado en el Artículo 18 conforme las modificaciones de la Ley 12.355, el cual se refiere a la obligación de las empresas de transporte de colectivo terrestre a transportar gratuitamente a las personas con discapacidad a cualquier destino que deban concurrir por razones de cualquier índole, comprendiendo así también al acompañante de ser estrictamente necesario, entre otros beneficios que le son vedados incluidos en el articulado de la mencionada ley.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente 

Debido a la denuncia efectuada por un grupo de personas que padecen HIV/Sida, en la cual manifiestan el no poder acceder a los beneficios establecidos en la  Ley Nº 9.325 (Sistema de Protección Integral de los Discapacitados) y sus modificatorias, entre ellos a la gratuidad del transporte de colectivo, ya sea de corta, media o larga distancia, dado que en su gran mayoría los enfermos de Sida no cuentan con trabajo u ocupación y por ende sus ingresos son muchas veces inexistentes, esta falta de inclusión en los beneficios, es un menoscabo en su escasa economía, además quienes padecen esta enfermedad, generalmente necesitan trasladarse fuera de la provincia para realizar algún tipo de tratamiento, así también manifiestan que esta inclusión les facilitaría el acceso a los medicamentos.

Partiendo de la tesis de que el Estado tiene la misión de promover el bienestar económico y una distribución equitativa de los beneficios sociales, se aplican los principios de la economía del sector público para afirmar que el Estado no puede dejar la lucha contra el VIH/SIDA. El suministro de información sobre el estado de la epidemia o la eficacia de distintos medicamentos constituye, según el concepto de los economistas, un bien público, es decir, algo que beneficia a toda la sociedad. Según los principios de la economía del sector público, los gobiernos pueden en muchos casos acrecentar el bienestar de la sociedad velando por el suministro suficiente de estos servicios, la equidad de oportunidades justifica una labor de prevención y mitigación del padecimiento de la enfermedad por parte del Estado. 

“Finalmente, los gobiernos influyen en las normas sociales y promulgan leyes que afectan los derechos tanto de las personas infectadas con el VIH como de aquellas que no lo están. Las medidas destinadas a proteger a los indefensos contra los prejuicios, la intolerancia y la explotación ayudarán, al mismo tiempo, a proteger del SIDA al resto de la población”. ( Informe Confronting ADS)

Los beneficios sociales y económicos de la asistencia y apoyo a las personas que viven con HIV/SIDA, sus familiares, su lugar de trabajo, y la comunidad, son evidentes: cuando se ayuda a vivir más tiempo, con mejor salud y mayores posibilidades a esas personas, se aplazan el dolor y los padecimientos, la pérdida de ingresos y la necesidad de tal asistencia. 

La asistencia y apoyo a las personas que viven con el VIH/SIDA infunde aliento y confianza: si mejora la calidad de la vida de esas personas, crecerá la esperanza en los planos personal y familiar.

Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares me acompañen en el presente Proyecto de Comunicación

